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Declaración del expresidente de la JEP, Eduardo Cifuentes Muñoz, en 
la rendición de cuentas de la JEP para la vigencia 2022

Le corresponde no solamente al Estado Nacional, sino también a los entes 
territoriales aportar recursos, habilitar espacios, adecuar funciones del nivel 
municipal, departamental y regional, con el objeto de generar proyectos, en 
los cuales se puedan insertar estos trabajos y actividades de contendido re-
parador. También se ha previsto la participación, y la hemos tenido, de la 
cooperación internacional, que es, y se ha mostrado en el caso del Orejón, 
la vereda, como muy importante. Pero no podemos olvidar cuál es el suje-
to principal y radicalmente obligado a diseñar y poner en marcha lo que se 
ha denominado en la JEP el sistema restaurativo. ¿Cuál es ese sujeto? Es el 
Estado. Así como cuando un juez penal dicta una sentencia condenatoria (a 
un condenado le puede imponer una pena de prisión, pensemos, 15 años de 
prisión), le corresponde a la administración pública, al Gobierno, a través del 
sistema carcelario y penitenciario, dar cumplimiento a esa sentencia del juez 
penal. En el caso de la justicia restaurativa, donde no se impone una san-
ción de prisión, porque no es carcelaria, sino que tiene un alto componente 
restaurativo, ¿quién es el encargado de ofrecer las posibilidades y los presu-
puestos de orden fiscal, logístico y de política pública para implementar las 
sanciones restaurativas? Es el Estado colombiano. Es la principal obligación 
del Estado colombiano. 

Cuando visitó a la Jurisdicción Especial para la Paz el Fiscal Khan [de la Corte 
Penal Internacional] […] me preguntó a mí como presidente de la Jurisdic-
ción: ¿cuál es, a su juicio, el mayor riesgo que en este momento enfrenta 
la Jurisdicción Especial para la Paz derivado de una falta de apoyo del Go-
bierno Nacional? […] Yo le dije: realmente, nuestro “talón de Aquiles” es el 
sistema restaurativo. Porque si nosotros simplemente nos limitamos, a través 
de los ejercicios de aporte a la verdad, a decirle al país “esta es la verdad de 
los crímenes cometidos, aquí están las asunciones de responsabilidad de los 
perpetradores de esos crímenes”, y no sigue una consecuencia, o sea, una 
sanción, la justicia transicional se convierte en una farsa, en una burla para 
las víctimas y en un incumplimiento radical de los deberes internacionales 
del Estado colombiano. O sea, nosotros podemos realmente ir al precipicio, a 
la bancarrota como jurisdicción si no tenemos la posibilidad de disponer de 
mecanismos que permitan crear un sistema restaurativo. La restauración no 
es simplemente la propuesta que pueda hacer un exguerrillero o que pueda 
hacer un líder comunitario de una vereda. Eso está muy bien, pero nosotros 
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necesitamos, más allá de eso, proyectos robustos del Estado colombiano, en 
los cuales se puedan insertar lo que llamamos nosotros, no cupos carcelarios, 
sino cupos restaurativos. 

Las sanciones propias están vinculadas al cumplimiento integral del Acuerdo 
de Paz. El Acuerdo de Paz ha determinado que hay territorios del país muy im-
pactados por la violencia y poblaciones en condición de absoluta miseria. Allí 
hay necesidades de educación, de salud, de vías, de desminado, problemas 
de medio ambiente, el problema de las drogas ilícitas. Todas estas sanciones 
restaurativas deben estar ligadas a proyectos dirigidos a cumplir, en esos te-
rritorios y frente a esas poblaciones, una serie de acciones que permitan la 
reconciliación. Primero, la reparación de las víctimas y también la posibilidad 
de que los perpetradores que aceptan responsabilidad tengan la oportunidad 
de decirle a esas comunidades que se han resocializado y que ingresan a la 
comunidad política social. Los PDET, por ejemplo, son una palanca esencial 
para nutrirla de proyectos dirigidos a este tema de las sanciones propias. […] 

Por eso esto es inédito en el mundo. Es la primera vez que le vamos a poner 
fin a un conflicto, no a través de penas de prisión, sino de medidas restaura-
tivas que van a cambiarle la vida a las personas, tanto a las víctimas, como a 
los comparecientes. Es algo muy ambicioso. Es algo que, de verdad, significa 
una revolución en materia de derecho penal internacional y nacional. 
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